En Buenos Aires, a días del mes de 31 agosto del año 2015, hallándose reunidos los señores Jueces integrantes de la Sala "H" de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, a los efectos de dictar sentencia en los autos: "Janczuk, Pablo Damián y otros c/ Hernández, Ramón Daniel y otros s/ interrupción de prescripción (artículo 3986 CC)" y habiendo acordado seguir en la deliberación y voto el orden de sorteo de estudio, la Dra. Abreut de Begherdijo: 

I) En la sentencia obrante a fs. 411/423 se hizo lugar a la demanda y, en consecuencia, se condenó a Ramón Daniel Hernández, "Transportes Automotores Riachuelo SA y a su aseguradora "Garantía Mutual de Seguros del Transporte Público de Pasajeros" a abonarle a Pablo Damián Janczuk la suma de $ 83.800, a Martín Ezequiel Janczuk la suma de $ 80.000, a Javier Horacio Janczuk la suma de $ 80.000, a Andrea Marina Janczuk la suma de $ 80.000 y a Eliana Noemí Janczuk la suma de $ 330.000, más intereses y costas. 

Contra ella, apelaron los actores a fs. 424, la demandada a fs. 433 y la citada en garantía a fs. 436 recursos que fueron concedidos a fs.425, fs. 434 y fs. 437, respectivamente. A fs. 448/450 expresó agravios la parte demandada, a fs. 450/463 lo hizo la citada en garantía y a fs. 464/470, los actores. Corrido el traslado de ley, las partes contestaron a fs. 473/476 y fs. 478/482. En consecuencia, las actuaciones se encuentran en condiciones para que sea dictado un pronunciamiento definitivo. 

II) Sentencia 

Según lo expuesto en la sentencia de grado, el día 2 de noviembre de 2005, aproximadamente a las 12:50 horas, el Sr. Pedro Demetrio Janczuk se encontraba cruzando la Av.Brasil en su intersección con la calle Bernardo Yrigoyen cuando fue embestido por el demandado Ramón Daniel Hernández, quien conducía el interno 71, dominio BFN 414 correspondiente a la línea 100 de la empresa Transporte AutomotoresRiachuelo SA. Ese vehículo circulaba por la calle Bernardo de Irigoyen, detuvo su marcha al arribar a la intersección con la Av. Brasil y cuando continuó su trayecto habilitado por el semáforo, giró hacia la Av. Brasil, impactó al Sr. Janczuk. Como consecuencia de ese impacto, se produjo el deceso de quien en vida fuera padre de los reclamantes, por hemorragia cerebral y fractura de cráneo. 

Encuadró la cuestión en la órbita del artículo 1113 del Código Civil y recordó que la demandada y la citada en garantía habían invocado la culpa de la víctima como eximente de responsabilidad: que había sido el actuar imprudente del peatón el que había provocado el siniestro, al efectuar el cruce de la Av. Brasil por un lugar prohibido, a unos 10 o 15 metros de la senda peatonal y sin prestar atención al tráfico circulante, ya que aquel se encontraba con la cabeza hacia abajo intentando encender un cigarrillo. 

Aseguró que la absolución del codemandado Hernández se sustentó en la imposibilidad de determinar que efectivamente el peatón cruzaba la calzada por la senda peatonal al momento del impacto. Para arribar a tal conclusión, dice el juez a quo, que se destacó la falta de precisión científica para determinar que los rastros en el pavimento y hallados sobre la senda peatonal efectivamente pertenecieran al colectivo y al fallecido, así como que los testigos no pudieron ver el choque. 

Bajo esas premisas, se dedicó a analizar la prueba aportada (testimonios, informe pericial realizado en sede penal) y arribó a la conclusión de que si bien no existía la absoluta certeza de que el peatón hubiere cruzado por la senda peatonal, algunos indicios así lo hacían presumir, sobre todo, el dictamen pericial de sede represiva.El informe del perito mecánico designado en estas actuaciones, que se basó en aquel, concluyó que el lugar posible de contacto inicial entre peatón y colectivo se ubicaría en la senda peatonal de la calle Brasil. Consideró, además, que el colectivo estaba encarando una maniobra riesgosa de por sí, al girar por la calle Bernardo de Yrigoyen para tomar por Av. Brasil. 

En definitiva, hizo lugar a la demanda, declaró inoponible a los reclamantes la franquicia estipulada por la demandada y la citada en garantía y fijó las partidas indemnizatorias. 

III) Agravios 

La parte demandada se queja de las sumas establecidas para resarcir el valor vida de Eliana Noemí Janczuk y el daño moral otorgado a todos los coactores. Finalmente, se agravia de la fijación de la tasa activa de interés. 

La citada en garantía, a su turno, objeta que no se haya respetado el límite de la franquicia. Luego, manifiesta que el juzgador se equivocó al decir que existían algunos indicios que hacían presumir que la víctima del hecho había cruzador por la senda peatonal, en particular, el dictamen pericial confeccionado en sede represiva. Recuerda que ese informe fue descartado por el Tribunal oral y que si bien un pronunciamiento absolutorio en sede penal no obliga al juez civil, salvo lo establecido en el artículo 1103 del Código Civil, los fundamentos de la sentencia sobre ciertos hechos acaecidos generan cosa juzgada. 

Considera, de todos modos, que el hecho de descartar que la víctima no cruzara por la senda peatonal, no la exime de acreditar la culpa de la víctima alegada. En ese contexto, se refiere a los testimonios de Marine Rastelli, Ojeda y Andersen. Su valoración junto a otras circunstancias (lugar a donde quedó ubicada la víctima, la escasa velocidad del ómnibus, que el hecho ocurriera pasada la senda peatonal, que Janczuk cruzara de izquierda a derecha) impidieron al chofer del colectivo visualizar al peatón. Argumenta por qué no se trató de una maniobra de riesgo.Luego, se queja de los montos fijados por las partidas indemnizatorias y de la tasa de interés establecida. 

Por último, la parte actora critica las sumas de los rubros por considerarlas bajas. 

IV) Efectos de la sentencia penal en la civil: ley aplicable 

a. Tanto en los artículos 1774 a 1780 del Código Civil y Comercial como en los artículos 1101 a 1106 del Código de Vélez, se legislan las relaciones entre la acción penal y la civil. Es parte de lo que se ha denominado "función positiva de la cosa juzgada", cuya finalidad impide que ningún nuevo proceso se decida de modo contrario a como antes fue fallado. (Guasp, Jaime, Derecho Procesal Civil, Tomo Primero, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1968, pág. 554). 

A los fines de analizar la naturaleza de esta normativa -porque de ser meramente procesal sería de aplicación inmediata a las causas pendientes, de acuerdo con la opinión mayoritaria (Kemelmajer de Carlucci, Aída, La aplicación del Código Civil y Comercial a las relaciones y situaciones jurídicas existentes, Santa Fe, RubinzalCulzoni, 2015, pág. 110)- pueden recabarse algunas opiniones acerca de la naturaleza de las normas procesales. 

Por ejemplo, Calamandrei pensaba que la diferenciación estaba en el destinatario de la norma, pues las normas sustanciales tienen al juez como intermediario entre la ley y las partes, mientras que en el caso de las normas procesales se destinan al juez como conductas que debe seguir o controlar en el proceso. Falcón afirma que el conjunto de normas procesales tiene como finalidad prever los órganos o sujetos actuantes, las atribuciones y sujeciones para actuar, y los medios, formas y condiciones de actuación, para proveer a la realización jurisdiccional del derecho sustantivo.Son normas para el proceder que contemplan lo subjetivo y lo objetivo de la actividad a desarrollar en el proceso judicial (Falcón, Enrique M., El derecho procesal en el Código Civil y Comercial de la Nación, Santa Fe, RubinzalCulzoni editores, 2014, pág.148 y ss.). 

Con esos parámetros y de acuerdo con la opinión de destacados procesalistas, las normas bajo análisis tienen naturaleza procesal. 

Así, la prejudicialidad, según Falcón, es la situación procesal en la cual la resolución de otra cuestión, causa o proceso, se encuentra supeditada a la resolución de otra cuestión, causa o proceso, que constituye un antecedente necesario lógico o legal. Las cuestiones prejudiciales son las que dan lugar a verdaderos juicios que se resuelven con entera independencia de aquellas en que se tramita el asunto con el cual están relacionados o del cual dependen, cuya decisión principalitierproduce cosa juzgada respecto de la cuestión. (Falcón, Enrique M., El derecho procesal en el Código Civil y Comercial de la Nación, Santa Fe, RubinzalCulzoni editores, 2014, pág. 294 y ss.). 

Respecto de la cosa juzgada, Guasp sostiene que se trata de una figura de derecho procesal, que opera, no porque transforme la situación jurídica material existente antes de la decisión del proceso, sino porque, al margen de tal transformación, hace surgir una especial eficacia procesal que antes no existía. (Guasp, Jaime, Derecho Procesal Civil, Tomo Primero, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1968, pág. 555). 

Alsina no tiene duda acerca de que la cosa juzgada es materia procesal, aunque sea indiscutible la conveniencia de legislarla en el Código Civil. (Alsina, Hugo, Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial, IV, Ediar, Buenos Aires, 1961, pág.129 y cita 69/1). Podetti destaca que no hay acuerdo sobre la naturaleza de esta institución en su aspecto sustancial, ni siquiera sobre un encuadre dentro del ordenamiento jurídico, aunque en su opinión se trata de una institución procesal puesto que es un efecto de la sentencia (Podetti, Ramiro, Tratado de los actos procesales [Principios y normas generales, 2° parte], Ediar, Buenos Aires, 1955, pág. 460). Imaz formula varias reservas, pero su enfoque desde la teoría egológica del derecho le otorga al instituto, visos todavía más complejos. (Ymaz, Esteban, La esencia de la cosa juzgada y otros ensayos, Arayú, Buenos Aires, 1954, capítulo 1). 

Ahora bien, Genaro Carrió, en su libro Notas sobre derecho y lenguaje, realiza una aguda reflexión: "Las afanosas pesquisas por 'descubrir' la naturaleza jurídica de tal o cual institución o rel ación están destinadas al fracaso. Entre otras razones, porque lo que se busca, tal como se lo busca, no existe. [-] Se trata, en suma, de un exceso cometido al amparo de la pretensión de dar definiciones reales, o de explicitar el verdadero, único o último significado de ciertas expresiones de estructura y comportamiento muy complejos". 

Sin duda, nos hallamos frente a un instituto, cuyos ribetes hacen dificultosa la tarea del intérprete. No puede negarse su naturaleza procesal ya que se trata de normas destinadas al juez como conductas que debe seguir o controlar en el proceso: el juez civil debe suspender el dictado de la sentencia civil en determinados supuestos. A su vez, esa regla cobra sentido posteriormente cuando deben analizarse los efectos que habrá de tener la sentencia penal en la decisión civil, es decir, el juez valorará qué aspectos de la sentencia penal hacen cosa juzgada en el ámbito civil.Desde ese punto de vista, la proyección que la cosa juzgada tiene sobre la decisión de fondo, que es -también- una norma individual no puede ser pasada por alto cuando se trata de decidir sobre la ley aplicable y esta ha cambiado (aunque, se reconoce, solo en algunos aspectos).

En definitiva, el fundamento doctrinario de la cosa juzgada surge de la naturaleza de norma jurídica individual de la sentencia, que incorpora un bien al patrimonio de quien la obtuvo en su favor y del cual no puede ser privado, ni por otra sentencia, nipor otra ley (CSJN, "Roger Balet, José c/ Alonso, Gregorio", del 03/12/1947; Fallos 209:405). 

Con esos matices, las significaciones que de la cosa juzgada se derivan tienen trascendencia no solo desde el enfoque procesal sino también desde el derecho de fondo e, incluso, desde la filosofía del derecho. Es por ello entiendo que, a los fines de analizar los efectos de la ley en el tiempo, las normas vinculadas a las relaciones entre la acción penal y la civil no pueden considerarse materia netamente procesal de modo de imponer la aplicación inmediata del vigente Código Civil y Comercial. 

En suma, si se insistiera en determinar la naturaleza de las reglas referidas a las relaciones entre acciones civiles y penales, debería optarse por considerarlas normas duales, como aquellas cuya determinación sustancial procesal es difícil de establecer (Falcón, Enrique M., El derecho procesal en el Código Civil y Comercial de la Nación, Santa Fe, RubinzalCulzoni editores, 2014, pág. 150). 

En conclusión, entiendo que es de aplicación al caso el régimen previsto al momento del hecho y no la nueva legislación, sin perjuicio de que en este caso, la solución a la que se arribaría con uno u otro código sería la misma. 

b. El artículo 1103 del Código Civil establece:"Después de la absolución del acusado, no se podrá tampoco alegar en el juicio civil la existencia del hecho principal sobre el cual hubiese recaído absolución". 

El artículo se refiere a la materialidad del hecho sustancial que se atribuye al demandado. Comprende las cuestiones que se estiman esenciales para resolver la cuestión. El juez civil debe atenerse a los datos fácticos que dio por verificados el magistrado penal. (Belluscio [dir]- Zannoni [coord.], Código Civil y leyes complementarias. Comentado, anotado y concordado", Tomo 5, Astrea, 2002, pág. 311). 

Recordemos que el delito imputado consistió en la transgresión del deber de cuidado exigido en el artículo 41, inc. e de la ley 24.449. El precepto legal en cuestión impone al conductor de vehículos automotores ceder siempre el paso de los peatones que cruzan lícitamente la calzada por la senda peatonal o en zona peligrosa señalizada como tal, debiendo el conductor detener el vehículo si pone en peligro al peatón. 

El tribunal penal, luego de analizar la prueba colectada, consideró: "En resumen, la circunstancia de que no se puede reconstruir el hecho, la falta de testigos presenciales, unido a la baja velocidad de circulación, de no más de 15 km/h, y lo manifestado por Hernández en el sentido de haber observado que al doblar no había persona alguna cruzando la calle, aunado a las versiones de oído aportadas por los pasajeros en el sentido del cruce imprudente del peatón, no permiten tener por configurado el grado imperativo de certeza exigido para considerar que el suceso histórico se desarrolló conforme el mecanismo propiciado por el Ing.Román Natalio Sgaramello, es decir, que el peatón efectivamente cruzaba por la calzada de Brasil por la senda peatonal en dirección norte-sur en el momento en que fue impactado por la unidad vehicular conducida por el aquí enjuiciado y, por ende, que el resultado de muerte de Pedro Demetrio Janczuk haya sido una consecuencia provocada por negligencia o imprudencia de Ramón Daniel Hernández, en la conducción del interno 71 de la línea de colectivos 100, y en infracción al deber objetivo de cuidado preestatuido a través del artículo 41, inc. e de la ley 24.449. Por tal motivo, dándose un cuadro de duda a su respecto, se debe proceder conforme a lo normado en el artículo 3 del CPPN, que recepta el principio in dubio pro reo y, en consecuencia, postulo la absolución, sin imposición de costas." 

En lo concreto, los jueces penales entendieron que no se encontraba acreditado con el grado de certeza necesario que Janczuk cruzara por la senda peatonal. El magistrado preopinante, habilitado formalmente por la norma arriba citada (artículo 1103 del Código Civil) realizó una nueva evaluación de la prueba colectada en sede penal y arribó a la siguiente conclusión: "-si bien no existe absoluta certeza de que el peatón hubiere cruzado la avenida por la senda peatonal, algunos indicios así lo hacen presumir, sobre todo el dictamen pericial en sede represiva. En estas actuaciones y sobre la base de aquel peritaje, el experto mecánico concluyó que el lugar posible de contacto inicial entre el peatón y el colectivo se ubicaría en la senda peatonal de la calle Brasil." 

Ahora bien, es cierto que el juez civil se encontraba habilitado por la previsión legal para entender que la víctima había cruzado por la senda peatonal; sin embargo, no resulta razonable que aquel haya arribado a una conclusión diametralmente diferente basándose en las mismas pruebas que convencieron a los jueces penales a decidir como lo hicieron. Desarrollaré mi posición.Cabe decir que no emerge de ninguno de los testimonios ofrecidos en sede penal elemento, indicio, o siquiera duda que pueda llevar a considerar que Jaczuk cruzaba por la senda peatonal. De hecho, el propio juez de grado, que recaba esas declaraciones no transcribe ni una sola línea en ese sentido, precisamente porque no la hubo. 

Por el contrario, Mariné Restelli dijo que Jaczuk "-cruzó fuera de la senda peatonal, apurado, distraído, e inclusive, tratando de encender un cigarrillo." (fs. 232 de la causa penal). Fernando Gabriel Ojeda aseguró que "-ya con el colectivo colocado casi frontalmente sobre el tracto de Brasil, y tras haber pasado unos metros la senda peatonal, se sintió un golpe." (fs. 232 vta.). Los demás no dieron ninguna precisión al respecto. 

Todos los testigos que fueron preguntados coincidieron en que las fotografías reflejaban la posición final del colectivo y la ubicación del cuerpo de la víctima. 

Luego, corresponde detenerse en el informe del Ing. Román Natalio Sgaramello y en la valoración que de él hizo el tribunal penal, quien consideró que las conclusiones estaban lejos de abarcar cuestiones de índole lógica como para confirmar la versión que ponía a la víctima sobre la senda peatonal. 

En primer lugar, se refirieron los magistrados a la rotura de la óptica extrema derecha del interno 71, que el perito dijo que había sido ocasionado por el impacto entre el rodado y el cuerpo del fallecido y que era de reciente data y, sin embargo, por los motivos que explicaron, concluyeron que ello era imposible. 

En un segundo punto, se hizo hincapié en la huella de frenado y el rastro polímero habido en su entorno, que el experto asignó correspondencia con la rueda delantera derecha del colectivo afectado y con el material de la suela del zapato del occiso, respectivamente. Con un extenso análisis, esto también fue descartado por el tribunal por carecer de base científica.El tercer tópico se vinculó con la posición en la que se halló el occiso inmediatamente luego de que se produjera la colisión. Transcribiré la parte del examen del tribunal que me parece de suma trascendencia: "En tal sentido, si la colisión se hubiese producido en la senda peatonal, no se explica cómo es que el colectivo continuó realizando un desplazamiento que, de acuerdo a la longitud del vehículo, tendría que haber quedado estancado en la senda peatonal, circunstancia que no aconteció, como puede observarse del testimonio de los pasajeros Restelli, Ojeda y Manzella, del croquis elaborado en la pericia y las fotografías de fs. 86 (superior), 87 (inferior) y 89 (parte superior). Valga así recordar que de haber continuado la locomoción de la unidad vehicular hasta el lugar donde finalmente se detuvo la marcha, el cuerpo del occiso tendría que haber sido arrastrado, o de haber rodado en ese tramo, con las consecuentes secuelas plasmadas, como se ha mencionado, en las vestimentas del fallecido, que no se han hallado, ni restos de estas en el frente o bajo el rodado, e inclusive, también habría de apreciarse tal circunstancia en la extensión del derramamiento de sangre que emanaba del cráneo, desde el punto de impacto hasta la ubicación del cadáver, que como se observa en las dos fotografías de fs.88, se encuentra concentrado únicamente alrededor del cuerpo del occiso." 

Como si ello fuera poco, el tribunal destacó: "-si bien lo manifestado por las testigos Mariné Restelli, durante el desarrollo del debate, y Mirta María Andersen, en la etapa instructoria, acerca de que oyeron comentarios de transeúntes que se encontraban en la zona, sobre que el atropellado había cruzado muy apurado desde la vereda donde se encontraba el Banco F rancés (es decir, en dirección norte-sur, contraria a la sustentada por el perito), e inclusive, tratando de prender un cigarrillo, no ha sido comprobado materialmente en el marco de la causa a través de un testimonio preciso y concreto que afirme con certeza tal desarrollo del acontecimiento, cierto es que la versión no aparece como irracional, y menos desprovista de apoyo de los elementos que conforman las circunstancias de hecho en base a las cuales se formuló el análisis de los párrafos previos." 

Este último párrafo resulta revelador en el sentido de que la afirmación del sentenciante que me precedió fue -cuanto menos- liviana al apoyarse en una pericia así valorada en sede represiva y sin aportar nuevos fundamentos que demostraran que la conclusión de los jueces penales debía ser revisada. 

La derivación de todo lo antedicho no puede ser otra que la de apartarse de la versión que ubica al peatón en la senda peatonal. 

V) Responsabilidad 

La propia citada en garantía reconoce que, de todos modos, el hecho de descartar que la víctima no cruzara por la senda peatonal, no la exime de acreditar la culpa de la víctima alegada. 

En ese contexto, se refiere a los testimonios de Marine Rastelli, Ojeda y Andersen. Desprende de su valoración y de otras circunstancias (lugar a donde quedó ubicada la víctima, la escasa velocidad del ómnibus, que el hecho ocurriera pasada la senda peatonal, que Janczukcruzara de izquierda a derecha) que el chofer del colectivo estaba imposibilitado de visualizar al peatón. Argumenta también por qué no se trató de una maniobra de riesgo.No ha habido objeción acerca de que la velocidad del colectivo era de 15 km/h. Ya hemos dicho que Jaczuk cruzó por fuera de la senda peatonal y que lo hizo de izquierda a derecha (no como dijo el perito). Varios testigos mencionaron que el comentario de los transeúntes circunstanciales era que el hombre atropellado había salido del banco y que había cruzado apurado, distraído e, inclusive, tratando de prender un cigarrillo (Restelli -fs. 232- y Andersen -fs. 235- de la causa penal). La testigo Restelli dijo haber visto un encendedor y un cigarrillo. Agrego que, habiendo visto con lupa las dos fotografías de fs. 88 de la misma causa, estoy convencida de que, por lo menos, el mentado encendedor se encuentra en la escena del hecho muy cerca del cuerpo de la víctima. 

Los reparos con los testigos de oídas son varios y harto conocidos. Sin embargo, se ha sostenido también respecto de los testigos de oídas o de referencia, que puede servir de apoyo cuando existe otra prueba corroborante (conf. Colombo-Kiper, Cód. Procesal Civil y Comercial, t. IV, p. 380, en cita de fallo de esta sala de fecha 24/05/1991, JA, 1992-I). 

En el supuesto de autos, deben tenerse en cuenta varias circunstancias. En primer lugar, que lo que dicen las personas presentes en un lugar y en un horario tan concurrido en casos como el presente casi siempre tiene alguna cuota de verosimilitud. Hay una interpretación más o menos general de cómo sucede un hecho, que termina con la muerte de una persona, inmediatamente después de que se produce y entre las personas que vieron lo sucedido. Las reacciones de los transeúntes y de los pasajeros del colectivo dice mucho acerca de los sindicados como culpables en esa primera lectura que se hace de lo que pasó. El juzgador no puede ser ajeno a ello, aunque por supuesto constituirá un mero indicio.Sin embargo, en este caso, coincido con la opinión de los jueces penales en que la versión no es irracional y que tiene apoyatura en algunos elementos. Me refiero a los dichos de la testigo que aseguró ver el encendedor y el cigarrillo y la observación que he hecho de las fotografías de fs. 88. 

En definitiva, tengo para mí que Jaczuk cruzó la calle fuera de la senda peatonal (a fotografía 89 da una idea bastante clara de a cuánta distancia de la senda este cruzó) y que lo hacía prendiéndose un cigarrillo, hecho que da la pauta de que su atención no estaba del todo puesta en el cruce que iba a realizar. 

Ahora bien, que el chofer del colectivo estuvo imposibilitado de ver al peatón no se encuentra acreditado. La pericia confeccionada en esta sede (fs. 304/308), cuya mera observación demuestra a las claras la total falta de seriedad en la labor realizada, fue impugnada por la citada en garantía a fs. 339, escrito en el que solicitó que se tuviera en cuenta lo expresado en la sentencia penal. El perito contestó: "Independientemente de la sentencia de la causa penal, el contenido de la misma no aporta nuevos elementos técnicos que permitan reelaborar la respuesta brindada por lo tanto se reitera en un todo lo vertido en el punto C5 del informe original." Inexplicablemente, sobre ello nada dijo la citada en garantía.Por último, coincido con la quejosa en que no estamos en presencia de una maniobra de riesgo porque si bien el colectivo estaba ingresando a una arteria, ya se había incorporado en su totalidad a ella y a una velocidad que no puede considerarse excesiva (menos de 15 km/h). 

En definitiva, considero que de la prueba colectada surge acreditada la culpa de la víctima, aunque no es suficiente para quebrar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el daño ya que la demandada y la citada en garantía no probaron que el conductor del colectivo tenía imposibilitada la visión por el modo en que cruzó la víctima. Me inclino, entonces, por establecer una responsabilidad concurrente, que adjudicaré, por los fundamentos arriba explicados, en un 70% a la víctima y en un 30% al la demandada, en virtud de lo previsto en el artículo 1113 del Código Civil. 

Asimismo, propongo al Acuerdo disminuir sensiblemente los honorarios al perito mecánico, quien con su dictamen nada aportó al juicio. No cumplió con las premisas básicas de un dictamen pericial, al haber tomado como base de su dictamen la pericia realizada en sede penal sin someter a su consideración las críticas hechas por el tribunal penal. Más cuando este le restó eficacia probatoria por no cumplir con la debida justificación técnica. 

VI) La indemnización 

Corresponde tratar ahora los agravios referidos a las partidas indemnizatorias. 

a)Valor vida a favor de Eliana Noemí Janczuk 

El juez de grado otorgó por la partida la suma de $ 200.000. 

La demandada se queja de la suma por entenderla excesiva. 

A su tiempo, la citada en garantía expone en su escrito de expresión de agravios que no se sabe cuál era la relación entre Eliana y su padre ya que ella vivía con su mamá y que el magistrado debió haber indagado acerca de si se cumplía la obligación alimentaria.No se trata bajo este acápite de valuar la vida misma -cuyo valor es incalculable, irreductible a una expresión pecuniaria-, sino de resarcir el daño que la supresión de la vida genera indirectamente a otro sujeto. En este sentido, ha señalado el tribunal que "la vida, como núcleo no tiene valor económico. Pero, en sus diversas trascendencias se traduce también en un valor económico. (Esta Sala, "Galiano Dalmacia c/ Industrias MD S.A; s/Ordinario", Expte. 81.789/2008, 04/02/2011; "Bustamante, Omar Rubén y otro c/ Ortega, Santiago Nicolás y otros s/ daños y perjuicios (acc. trán. c/ les. o muerte)", Expte. 86.864/2004, 12/08/2011; "Transportes Almirante Brown SA c/ Petroff de Rama, Verónica Lilian y otros" s/ daños y perjuicios (acc. trán. sin lesiones)", Expte. 21.248/2000, y "Petroff, Lilian Verónica y otro c/ Surdyn, Julián y otros s/ daños y perjuicios", Expte. 26.781/2000, del 23/08/2010). 

La muerte constituye un hecho virtualmente irreparable, pues la pérdida de la vida humana -subrayo, de cualquier hombre o mujer en tanto ser humano, de toda edad o condición, en un pie de igualdad esencial (conf. Art. 16 CN)- trasciende lo meramente económico o productivo y resulta en esencia, por lo que es, independientemente de lo que tiene o puede generar materialmente. 

Aclarado ello, aquel daño, que conforme a la clasificación de nuestro ordenamiento jurídico puede ser material o moral, es la base de la resarcibilidad del fallecimiento de la persona, pues sin daño no puede haber reparación. Nuestro Código Civil, al delimitar el concepto de daño, expresa que existe siempre que se cause a alguien un perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria, ya sea en las cosas de su dominio o posesión, en su persona, en sus derechos o en sus facultades (conf. arts.1068 y 1078 C.C.). 

La supresión de una vida, aparte del desgarramiento del mundo afectivo en que se produce, ocasiona indudablemente efectos de orden patrimonial como proyección secundaria de aquel hecho trascendental. Lo que se mide en signos económicos no es la vida misma que ha cesado, sino las consecuencias que sobre otros patrimonios acarrea la brusca interrupción de una actividad creadora, productora de bienes. 

La valoración de una vida humana no es otra cosa que la medición de la cuantía del perjuicio que sufren aquellos que eran destinatarios de todos o parte de los bienes económicos que el extinto producía, desde el instante en que esta fuente de ingresos se extingue. 

A los fines de la fijación, debe tenerse en cuenta, respecto de la víctima, su sexo, edad y tiempo probable de vida útil, su educación, profesión u oficio, caudal de sus ingresos a la época del deceso, sus probabilidades de progreso y ahorro, aptitudes para el trabajo, nivel de vida y condición social; mientras que, desde el punto de vista del que reclama la indemnización, habrá de merituarse el grado de parentesco, la ayuda que recibía de la víctima, número de miembros de la familia, etc., factores todos aquellos que quedan sujetos al prudente arbitrio judicial (conf. C.N.Civ., Sala E, R. 44.485 del 26-6-89). 

Para establecer el monto de la reparación prevista en los arts.1084 y 1085 del Código Civil es necesario tener presente la situación patrimonial de la víctima, cuya valoración permitirá cuantificar el detrimento patrimonial experimentado, nivel de vida y posibilidades de progreso, como así tambié n aquellas que hacen a la situación personal de los reclamantes (esta Sala, R.: 132.312, del 30/12/93). 

También se ha decidido que no es posible aplicar pautas matemáticas a los fines de cuantificar la indemnización correspondiente al fallecimiento de la víctima de un hecho ilícito, sino que es preciso valorar las circunstancias de la causa, sin olvidar el fin de la norma aplicable que, por lo demás, deja librada "a la prudencia de los jueces fijar el monto de la indemnización" (art. 1084, segunda parte, Código Civil; CNCiv., Sala E, R. 192.502, del 18-7-96). 

No debe olvidarse que la finalidad de la indemnización consiste en devolver al patrimonio del afectado el equilibrio perdido como consecuencia del hecho ilícito, pero solo en la medida del daño y no más allá, ya que el tribunal no puede avanzar hacia una redistribución de ingresos en beneficio de los damnificados, misión ajena a la función judicial y propia de otros poderes del Estado. 

Respecto de los agravios de la demandada, al realizar este cálculo aritmético que tiene en cuenta un salario congelado a la fecha del hecho, el argumento no resulta atendible. 

Por otra parte, lo manifestado por la citada en garantía no puede ser tenido en cuenta para modificar la sentencia del modo que se pretende. En efecto, se trata de argumentos que desconocen los fundamentos del derecho de familia y de la normativa concreta aplicable al caso. La pregunta que sigue es la siguiente: ¿si los padres de Eliana no hubieran estado separados, también debía el magistrado indagar acerca de si el padre cumplía con su obligación? El hecho de que la madre de la menor de edad formara una nueva pareja ¿hace presumir que el padre se ha desentendido de sus obligaciones?Los prejuicios que emergen de las palabras del quejoso son evidentes, cuando no hay ningún elemento de prueba que surja del expediente que haga siquiera mínimamente suponer aquello. Solo a todo evento, diré que si Janczuk no estuviera haciéndose cargo de su obligación alimentaria, ello podría haber sido reclamado judicialmente, con la consiguiente condena y ejecución. De ahí el perjuicio cierto que sufre su hija menor de edad. 

Eliana tenía 13 años de edad al momento del accidente. La situación económica de Eliana, luego de fallecer su padre, está descripta afs. 419 del BLSG. El padre tenía 55, trabajaba en la empresa Bompassy, una fábrica de chocolate, a la que había ingresado en el año 1972 y en la que trabajó hasta el momento de su muerte, con un salario de $ 1.893,34 a octubre de 2005 (fs. 272). Después del horario de trabajo, hacía ventas de chocolate al por mayor en el barrio y en algunos negocios hacía trabajo contable (fs. 283). 

En ese contexto, entiendo que la suma establecida por el sentenciante es escasa y que debe elevarse a la de $ 300.000, sin perjuicio de la concurrencia de responsabilidad. 

b)Daño moral 

El sentenciante estableció la suma de $ 130.000 para Eliana y la suma de $ 80.000 para los otros coactores (Pablo, Martín, Javier y Andrea). 

En lo que hace a este ítem, la demandada se agravia por considerar elevadas las sumas. 

La citada en garantía entiende que la suma otorgada a Eliana es excesiva ya que si se tiene en cuenta que sus padres se habían separado en el año 1997 y que ni siquiera se había acreditado que el padre visitara a la hija o que ese rol paterno no fuera cumplido por el concubino de la madre. Con relación al resto de los coactores, sostiene que en la sentencia se otorgó una suma mayor a la solicitada en la demanda.En cuanto a lo ensayado por la citada en garantía, las mismas consideraciones caben que las formuladas en el acápite anterior. 

Luego, si bien las sumas establecidas por el Juzgador son más elevadas que las consignada en el escrito de inicio, entiendo que no se vulnera el principio de congruencia ni el derecho de defensa en juicio cuando se encuentra debidamente probado el perjuicio, su cuantía queda librada a la decisión judicial y se ha reclamado "lo que en más o en menos surja de la prueba de autos". 

Cabe señalar que el criterio aceptado hoy comúnmente por nuestra jurisprudencia es que la estimación provisional en cuanto al monto de los daños no implica un tope máximo al cual no se puede superar al fijar la cuantía definitiva de los perjuicios, sino que es perfectamente lícito deferir el quantum a la fórmula de estilo antes mencionada (cfr. Augusto Belluscio [dir]- Eduardo Zannoni [coord.], Código Civil y leyes complementarias comentado, anotado y concordado, t. 2, ed. Astrea Bs. As, 1979, pág 707). 

Debo indicar que participo de la postura doctrinaria y jurisprudencial que considera la indemnización por daño moral, de carácter resarcitorio, y no sancionatorio, pudiendo no guardar relación alguna con la fijación de la incapacidad sobreviniente, dado que puede existir con independencia del mismo (v. Orgaz, El daño resarcible, 1967). 

El daño moral es una afección a los sentimientos de una persona, que determina dolor o sufrimiento físico, inquietud espiritual o agravio a las afecciones legítimas, y en general toda clase de padecimientos susceptibles de apreciación pecuniaria (Conf. Bustamante Alsina, Teoría de la responsabilidad civil, p. 205; Zavala de González en Highton (dir.), Bueres (coord.), Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, tomo 3A, Hammurabi, Buenos Aires, 1999, p.172). 

Respecto de la prueba del daño moral, se ha dicho que: "cuando el daño moral es notorio no es necesaria su prueba y quien lo niegue tendrá sobre sí el onusprobandi.Fuera de esta situación, esta clase de daño, como cualquier otra, debe ser objeto de prueba por parte de quien lo invoca (Cazeaux-Trigo Represas, Derecho de las Obligaciones, t. 1, ps. 387/88). 

El carácter estrictamente personal de los bienes lesionados al producirse un daño moral, está indicando por sí la imposibilidad de establecer una tasación general de los agravios de tal especie. Así, el daño moral corresponde que sea fijado directamente por el juzgado sin que se vea obligado en su determinación por las cantidades establecidas en otros rubros ("Rojas Lozano, María Margarita c/ Herederos de Carbajal Eduardo Daniel y otros s/ daños y perjuicios", Expte. 43.837/2008; "Costaguta Rojas, Emir c/ Carbajal, Cecilia y otros s/ daños y perjuicios", Expte. 58.373/2007; "Laura Sirpa, Francisco Reynaldo c/ Carbajal, Cecilia y otros s/ daños y perjuicios", Expte. 58.388/2007 del 06/02/2012; "Lisi, José yotros c/ Salud Oeste SRL (Sanat. 15 de Diciembre H.A. Moyano) y otros s/ daños y perjuicios-resp. prof. médicos y auxiliares", Expte. 85.446/2004, del 07/08/2012). 

Para establecer la cuantía del daño, el juzgador debe sortear la dificultad de imaginar o predecir el dolor que el hecho dañoso produjo en la esfera íntima del reclamante para luego establecer una indemnización en dinero que supla o compense el desmedro injustamente sufrido, por lo que mas que en cualquier otro rubro queda sujeto al prudente arbitrio judicial, que ha de atenerse a la ponderación de las diversas características que emanan del proceso. "La determinación del monto no depende de la existencia o extensión de los perjuicios patrimoniales pues no media interdependencia entre tales rubros, ya que cada uno tiene su propia configuración pues se trata de daños que afectan a esferas distintas" (cfr. Llambías, Obligaciones, t. I, p.229). 

Así las cosas, teniendo en consideración las características personales de los actores, como así también las particularidades que presentó el hecho, la repercusión que en los sentimientos de los damnificados debió generar la ocurrencia de la muerte de un padre, estimo que la partida es escasa y que debe elevarse a la suma de $ 300.000 para cada uno de los hijos, sin distinguir entre mayores y menores de edad, sin perjuicio de la concurrencia de responsabilidad. 

VII) Intereses 

La demandada pide que la tasa activa sea aplicada desde la fecha de la sentencia de primera instancia. La citada en garantía pide que se fije una tasa del 6% anual desde la fecha del hecho y hasta el pronunciamiento de grado. 

Esta Cámara en pleno se ha expedido in re "Samudio de Martinez Ladislaa c/Transporte Doscientos Setenta SA s/daños y perjuicios"  (20-4-2009), por lo cual corresponde aplicar la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina allí fijada por todo el período indicado en la sentencia apelada (cfr. art. 303 del Cód. Procesal). Me remito -brevitatiscausae- a los fundamentos vertidos por mi colega, el Dr. Kiper, en los autos "Northlands Asociación Civil de Beneficencia c/Solari Claudia s/cobro de sumas de dinero" (recurso 499.526 del 24/04/09). 

Finalmente, no desconozco que el art. 303 del CPCCN fue derogado por el art. 12 de la ley 26.853. Sin embargo, en virtud del art. 15 de aquella norma, tal disposición recién entrará en vigor a partir de la efectiva integración y puesta en funcionamiento de los tribunales que allí se crean, razón por la cual hasta ese momento continúa vigente la doctrina plenaria.Por lo expuesto, considero que debe confirmarse la tasa activa de interés sobre los montos otorgados en los rubros indemnizatorios desde la fecha del hecho y hasta el efectivo pago. 

VIII) Franquicia 

La citada en garantía se agravia de que se la haya condenado sin tener en cuenta la franquicia contratada 

Ante todo debo decir que, según mi entender, cláusula que establece la franquicia no es inoponible sino nula. Sobre este aspecto me he expedido en los autos "García, Diego Edgardo Francisco c/ Velázquez Sosa, José Osmar y otro s/ daños y perjuicios (acc. trán. c/ les. o muerte)", R. 569.695, 09/05/2011. 

En distintos precedentes de esta Sala ("Cabral, Oscar Orlando c/ Transportes 68 SRL y otros s/ daños y perjuicios", Expte. Nº 92.223/2006, del 5/10/2009 y "Meyn, Ana Sofía c/ Almafuerte, SATACI s/ daños y perjuicios", Expte. 1227/2000, del 22/12/2009) me he inclinado por seguir la opinión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos "Obarrio, María Pía c/ Microómnibus S.A. y otros;s/recurso de hecho"  y "Gauna, Agustín y su acumulado c/ La Economía Comercial S.A. de Seguros Generales y otro; s/recurso de hecho" , ambos del 04/03/2008, en los cuales se descalificaron los fundamentos del plenario de la CNCivil in re "Obarrio, María Pía c/ Microómnibus S. A. y otros"  del 13/12/2006. Motivó mi actuar el hecho de considerar que debía primar la seguridad jurídica del justiciable, sin perder de vista la economía procesal y evitar un dispendio jurisdiccional. 

Sin embargo, esta Sala en distintos fallos (con voto del Dr. Mayo en "Gauna, Valentín c/ Estado Nacional s/ daños y perjuicios", R. 527.582, sentencia del 28/12/2009, en un supuesto de accidentes ferroviarios y con voto del Dr. Kiper, en autos "Urey, Domitila c/Sánchez, Ceferino y otros s/daños y perjuicios, R.566.025, sentencia del 03/05/2011, para caso de accidentes en el transporte público de pasajeros) ha decidido declarar la nulidad de las cláusulas que limitan el derecho de las víctimas a recibir una indemnización por parte de las aseguradoras en los casos de seguros obligatorios. 

Mi adhesión a esta postura obedece a que, si bien consideré que era conveniente -por las razones arriba indicadas- seguir los lineamientos de la Corte, en tanto ésta se había expedido contraargumentando concretamente lo dicho en el plenario "Obarrio", los nuevos fundamentos que mi colega Dr.Kiper, y mi ex colega, Dr. Mayo propiciaron -y a los que me he adherido- no han corrido tal suerte. Es por ello que, en principio, no encuentro motivos de peso que me lleven a descartar tan sólidos razonamientos, los que comparto en lo sustancial. 

En ese contexto, debe recordarse que ha sido el mismo Tribunal Supremo quien ha dejado abierta implícitamente la posibilidad de apartarse de sus pronunciamientos, siempre que se aporten nuevos argumentos que justifiquen modificar la decisión adoptada por el Tribunal (cfr. CSJN, in re "Losa", Fallos 316:221, con cita de "Cerámica San Lorenzo", Fallos 307:1094, cons. 2). 

Sentado ello, cabe decir que en autos "Gauna Valentín c/Estado Nacional y otro s/ daños y perjuicios", (Rec. 527.582, 28/12/2009), esta Sala con la integración del Dr.Kiper y la del Dr. Jorge Mayo, declaró la nulidad absoluta y manifiesta de una cláusula contractual de franquicia, teniéndola por no convenida o por no escrita, obligando al asegurador a la reparación integral del perjuicio sufrido sin que pueda invocar la mentada "oponibilidad" de la franquicia al tercero damnificado. Entre otros argumentos, se dijo allí que "-corresponde ejercer el control jurisdiccional sobre el contenido del contrato de seguro, en el caso específicamente sobre la franquicia establecida en las condiciones particulares, con base en el ejercicio abusivo del derecho, en la vulneración de la buena fe, de la regla moral, de las buenas costumbres (cfr. arts.21, 953, 1071, 1167, 1198 y cctes., del Cód. Civil)". 

También se afirmó que "-las cláusulas abusivas, por contrariar el orden jurídico, vician el contenido del contrato desde su formación, resultando inidóneas para producir "sus efectos propios". El contrato de seguro como contrato de adhesión, es un contrato de contenido predispuesto. Se debe restar valor a aquellas cláusulas, cuando por su contenido y por el ejercicio que se ha hecho de ellas, se presentan circunstancias violatorias de los principios rectores señalados, tales como el orden público, la moral y las buenas costumbres, debiendo el juez resolver la cuestión de acuerdo con los principios generales en materia de consentimiento en los contratos y por las disposiciones de los artículos 21, 953, 1071, del Cód. Civil, respecto del abuso derecho, interpretándolos a la luz del artículo 1198 (Vallespinos, Carlos Gustavo, "El contrato por adhesión a condiciones generales", ed. Universidad, 1984, pág. 322 y 470 y ss.). Si bien la ilicitud de las cláusulas abusivas es "formal", cuando éstas contrarían prohibiciones expresas de la ley (art. 1066 del Cód. Civil), existe también la ilicitud o antijuricidad "material". Esta, debe ser "algo más" que la violación de lo prohibido legalmente, dado que el derecho está constituido por los principios (art. 16 del Cód. Civil), antes que por la ley, y esta no es sino una de las formas técnicas de lo justo. Y ese algo más, se halla constituido por pautas jurígenas distintas a la ley, como ser el ejercicio regular de los derechos (art. 1071 del Cód. Civil), el orden público (art. 21), la buena fe, la regla moral, la equidad y las buenas costumbres (arts. 953, 1167 y 1198), etc., cuya violación a través de la incorporación de cláusulas abusivas importa un quebrantamiento intolerable del equilibrio contractual. También lo materialmente antijurídico se halla prohibido. En estos supuestos es admisible su nulidad (implícita, cfr. Art. 1037, del Cód.Civil), que el juzgador puede decretar luego de apreciar un contraste entre la cláusula y el ordenamiento, considerado en su plenitud, aunque no medie una específica determinación legal en ese sentido (Llambías, Jorge J., "Tratado de Derecho Civil, Obligaciones", T. III, págs. 613 y ss.; Stiglitz, Seguro contra la responsabilidad civil", pág. 114; Stiglitz, Rubén, "Cláusulas abusivas en el contrato de seguros", págs. 170/171). No solo la ley sino todo el sistema jurídico en general y cada uno de sus componentes se orienta hacia el bien común, que de ese modo se convierte en causa final del derecho- Es evidente la incompatibilidad del contenido de la mentada cláusula con lo principios esenciales de buena fe y razonabilidad porque obsta a la obtención de la finalidad práctica principal que deriva de la naturaleza del contrato contra la responsabilidad civil. 

El sistema de control judicial de legitimidad y equidad -que es menester realizar de las condiciones particulares del contrato de seguro en cuanto afectan normas y principios de raigambre constitucional- , exige que se declare la nulidad (manifiesta) de la franquicia, por no ser justa ni razonable, por ser abusiva, gravosa, restrictiva o leonina, como especie de sanción del ordenamiento jurídico, lo que significa que se la priva de sus efectos propios -se tendrá por no escrita- es decir por no convenida la mentada cláusula, en tanto que el resto del contrato conserva su eficacia (art. 1039 Cód. Civil). El vicio que presenta el negocio jurídico, que atenta contra el interés público y/o si el objeto del acto es prohibido, ilícito o contrario al orden público o a las buenas costumbres adolece de nulidad absoluta, es decir, sufre todo el peso de la sanción legal. Esta nulidad deberá ser ineludiblemente declarada de oficio, cuando se conjugan dos circunstancias:a) que el vicio afecte al orden público (nulidad absoluta) y que aparezca como manifiesto en el acto (acto nulo). Se tiene en cuenta para ello, que aquel, es de tal gravedad que al atentar contra el orden jurídico, impide su convalidación y justifica la intervención del poder jurisdiccional aunque no haya mediado petición de parte (Llambías Jorge Joaquín "Tratado de Derecho Civil", Parte General, T. 2, capítulo XVI, nª 1890/91 y ss., nº 1894, pág. 626 y Llambías, "Código Civil Anotado" T II-B, págs. 228 y ss.)- Cuando hay afectación del interés general, del orden económico social se trata de nulidad parcial y absoluta, que puede ser incluso declarada de oficio (MossetIturraspe, Jorge y Lorenzetti, Ricardo Luis "Defensa del Consumidor" cap. IX)". Debe tenerse presente que una resolución de la Superintendencia de Seguros de la Nación (N° 35.614 del 11/02/2011) estableció que esta entidad, "para aprobar los elementos técnicos-contractuales, analizará si dichas condiciones se ajustan a las normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes". Agregando que "especialmente se considerará la adecuación de tales elementos técnicos-contractuales con las disposiciones de las leyes N° 17.418, 20.091 y 24.240 y demás legislación general aplicable-" Estas disposiciones nos otorgan un marco interpretativo acorde con la solución que propiciamos y, sobre todo, que protege al consumidor en todas sus dimensiones. 

Dentro de este contexto, toda vez que el seguro por responsabilidad civil de todo automotor es obligatorio en beneficio de la víctima:"daños causados a terceros, transportados o no" (art.68 ley de tránsito), y que la franquicia a cargo del asegurado, desvirtúa el principio de reparación integral al que tiene derecho; considero que la cláusula contractual por la que se estipula la franquicia que intenta hacer valer la aseguradora resulta nula, correspondiendo la confirmación de la sentencia de grado en cuanto hace extensiva a su respecto la condena recaída en autos contra su asegurado. 

Corresponde entonces la confirmación la sentencia de grado en cuanto hace extensiva a su respecto la condena recaída en autos contra su asegurado, pero por los argumentos aquí esbozados. 

IX) Colofón 

Por todo lo expuesto, propongo al acuerdo que, de ser compartido mi criterio, se modifique la sentencia del modo siguiente: I) Se establezca la responsabilidad concurrente entre la parte demandada y la víctima del hecho en un 30% a la primera y en un 70% a la segunda, por lo que se deberá adecuar el monto de condena a lo aquí establecido y lo que propondré en el punto siguiente. II) Se eleve a $ 300.000 el monto establecido para resarcir el valor vida de Eliana Janczuk y a $ 300.000 la suma por daño moral para cada uno de los coactores. III) Se declare nula la cláusula que establece la franquicia. IV) Se confirme la sentencia en todo lo demás que decide y fue motivo de apelación, con costas de ambas instancias a la parte demandada y la citada en garantía sobre el efectivo monto de condena (art. 68 del CPCC). 

El Dr. Fajre y el Dr. Kiper, por las consideraciones expuestas por la Dra. Abreut de Begher, adhieren al voto que antecede. 

Con lo que se dio por terminad o el acto firmando los señores Jueces por ante mí, que doy fe. 

FDO. 

José Benito Fajre. 

Liliana E. Abreut de Begher. 

Claudio M. Kiper. 

Buenos Aires, de agosto de 2015. 

Y VISTO, lo deliberado y conclusiones establecidas en el acuerdo transcripto precedentemente por unanimidad de votos, el Tribunal decide:I) Establecer la responsabilidad concurrente entre la parte demandada y la víctima del hecho en un 30% a la primera y en un 70% a la segunda, por lo que se deberá adecuar el monto de condena a lo aquí establecido y lo que propondré en el punto siguiente. II) Elevar a $ 300.000 el monto establecido para resarcir el valor vida de Eliana Janczuk y a $ 300.000 la suma por daño moral para cada uno de los coactores. III) Declarar nula la cláusula que establece la franquicia. IV) Confirmar la sentencia en todo lo demás que decide y fue motivo de apelación, con costas de ambas instancias a la parte demandada y la citada en garantía sobre el efectivo monto de condena (art. 68 del CPCC). 

Regístrese, comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública, dependiente de la CSJN (conf. Ac. 15/13), notifíquese y, oportunamente, archívese. 

FDO. 

José Benito Fajre. 

Liliana E. Abreut de Begher. 

Claudio M. Kiper.

